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Asunto: 
Con los deberes y obligaciones que nos da la Constitución Política de
Colombia, en su artículo: “95.4, Defender y difundir los derechos
humanos como fundamento de la convivencia” y dando uso del artículo
23 de la Constitución Política de Colombia, nos permitimos radicar las
siguientes propuesta para ser consideradas como Peticiones y
Sugerencias, para ser incluidas en la Formulación del Plan Nacional de
desarrollo 2022-2026 “Colombia una Potencia Mundial de la Vida “ y de
la construcción de la Política Publica Integral de respeto y garantía para
la labor de defensa de los Derechos Humanos.

Estimados compañeros Gustavo Petro Presidente y Francia Márquez
Vice presidenta:

Cuando casi nos acostumbramos a noticias de asesinatos a líderes y
lideresas sociales, de masacres, desplazamientos, amenazas y
violaciones a los derechos humanos fundamentales en la Colombia
profunda urbana o rural. Hoy vemos con mucho optimismo realmente
alentador y esperanzador. La asunción de un nuevo gobierno, presidido
por los compañeros Gustavo Petro Urrego y la vice presidenta Francia
Márquez Mina.

Hoy cuando se escuchan nuevas voces y propuestas que nos hablan de
paz y reconciliación nacional, creemos que es necesario incluir en las
agendas de construcción del Plan Nacional de Desarrollo “Colombia Una
potencia Mundial de la Vida”, la implementación de medidas para la
prevención y protección a la labor de los Líderes, Lideresas sociales,
Comunales y Defensores, Defensoras de los derechos humanos en los
distintos municipios del país. Proteger a los DDHH es cuidar el capital
social que se ha construido históricamente de manera colectiva, cuando
se agrede un líder o lideresa es agredir a las comunidades y asociaciones
populares de base.
Para muchos de nosotros es importante la iniciativa propuesta del:
“Plan de Emergencia para la protección a líderes(as), personas
defensoras de DDHH y firmantes de paz.” Como una estrategia de
contingencia ante las agresiones a los líderes y lideresas
sociales.Consideramos que estas y otras estrategias deben ser
discutidas y formulada en el marco de una política pública para la
prevención y protección. De cara a la construcción del Plan Nacional de
desarrollo.

El ciudadano presidente Gustavo Petro Urrego y la ciudadana vice
presidenta Francia Márquez, en campaña le propuso al país y de
particular interés a los líderes y lideresas sociales en cada rincón del país
en su programa de gobierno; “Colombia Potencia Mundial de la Vida
2022-2026” en el componente 4.1 “Por una seguridad humana que se
mide en vidas” (pág.45) nos plantea las siguientes acciones:

Señor:Señor:
Gustavo Petro Urrego.Gustavo Petro Urrego.
Presidente de la República de Colombia.Presidente de la República de Colombia.
Señora:Señora:
Francia Elena Márquez Mina.Francia Elena Márquez Mina.
Vice presidenta de la Republica de Colombia.Vice presidenta de la Republica de Colombia.

MEDELLÍN, SEPTIEMBRE DEL 2022.MEDELLÍN, SEPTIEMBRE DEL 2022.

Pintura sobre vidrio (Falso Vitral). Oswaldo Guasamín



“Políticas de protección y fortalecimiento de
líderes sociales y movilización social. Una política
de protección implica rescatar el enfoque de
seguridad humana para la defensa de líderes
sociales desde un enfoque diferencial individual y
colectivo que ponga en el centro de las
preocupaciones del territorio la conservación de la
vida de sus líderes y sus comunidades.”

1.

“Instalaremos y fortaleceremos las Mesas
Territoriales de Garantías como espacio de
interlocución permanente entre sociedad civil y
autoridades…”

2.

“Crearemos el Programa Integral de Seguridad
Humana para las comunidades y las
organizaciones sociales en los territorios…”.

3.

Las propuestas contenidas en el programa de gobierno
del candidato presidencial en su momento se traducen
en políticas públicas, desarrolladas en
Planes,Programas y Proyectos del próximo Plan de
Nacional de Desarrollo 2022-2026.

Estamos convencidos que abordar tareas para prevenir
las agresiones contra la vida y la integridad física y la
libertad de los Líderes, Lideresas sociales, Comunales,
Defensores y Defensoras de los derechos humanos, no
va ser una tarea fácil, por ser un acumulado histórico
que no ha sido resuelto por los gobiernos anteriores.

Confiamos en Ustedes ciudadanos Presidente y
vicepresidenta que se pondrán mano a la obra para
detener las agresiones y asesinatos contra el liderazgo
social y popular en la Colombia profunda urbana y
rural. Por ello nos gustaría compartirles algunas
reflexiones resultado de la experiencia y el
conocimiento de los municipios y comunas periféricas
de Colombia, del acompañamiento que realizamos a
las organizaciones de base popular y campesina, desde
nuestras opciones por la vida y los excluidos.

Durante los últimos años, la violencia armada se ha
venido intensificando en Antioquia hasta convertirlo en
el departamento con altos índices de masacres,
homicidios, desplazamientos forzados y
desapariciones forzadas.

Pese a las alertas tempranas de la Defensoría del
Pueblo, las denuncias de la sociedad civil y el impacto
social de la crisis humanitaria en el departamento de
Antioquia, la guerra siguió su curso, afectando
fuertemente la labor de los liderazgos.
Diagnóstico sobre violencia socio-política en Antioquia

La negativa del anterior gobierno de no implementar
integralmente el Acuerdo de Paz, provocó de forma
directa la exacerbación de actividades armadas de
todo el departamento.

Evidentemente el fenómeno violento se concentró
principalmente contra las personas defensoras de
derechos humanos que han buscado caminos de
defensa del territorio y las reivindicaciones de las
luchas por la justicia social, tanto así, que Antioquia
ostenta el segundo lugar en Colombia más peligroso
para realizar la labor de defensa de los derechos
humanos.
Por lo tanto, la vulneración a los derechos humanos y
el irrespeto al derecho internacional humanitario ha
sido una constante en las estrategias armadas de
copamiento, control y consolidación territorial de los
actores armados.

Las Manos de la Protesta. Oswaldo Guasamín
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Las realidades territoriales del departamento de
Antioquia durante el anterior presidente, es decir,
desde el 8 de agosto del 2018 hasta el 109 de julio
del 2022 se deja un saldo de
1.044 agresiones contralas y los defensores delos
derechos humanosen Antioquia. Principalmente
homicidios, desplazamientos forzados, amenazas,
hostigamientos y otros.

De estos ataques, cerca de 93 fueron homicidios contra integrantes de Juntas de
Acción Comunal, Líderes y lideresas del Programa Nacional Voluntario de Cultivos de
Uso Ilícito y promotores del Programa de Desarrollo con Enfoque Territorial, de las
subregiones del Bajo Cauca, Norte de Antioquia, Nordeste y Urabá.

En el reciente informe “LA GUERRA NO PARA EN ANTIOQUIA” de la Corporación
Jurídica Libertad y la Fundación Sumapaz, se hace un balance sobre la situación de
los Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario y garantías para las
personas defensoras de derechos humanos para el año 2021 reportó 238 agresiones
contra las personas defensoras de los derechos humanos.

Fuente: Observatorio Sobre el Nivel de Riesgo para la Labor de Lideresas, Líderes, Defensoras y Defensores de Derechos Humanos, Corporación
Jurídica Libertad - CJL y Fundación Sumapaz, 2022.

El Prisionero. Oswaldo Guasamín



0 10 20 30 40 50 60 70

Amenaza individual

Homicidios

Desplazamiento forzado

Hostigamiento colectivo

Amenaza colectiva

Detención arbitraria

TTCID Personal Médico

TTCID Prensa

Estigmatización

TTCID Defensores

Hostigamiento individual

Señalamiento individual

Herido

Daño en bien privado

Hurto

Señalamiento colectivo

Atentado

Extorsión

Empadronamiento

Señalamiento individual/estigmatizaciónDesaparición Forzada

TTCID Docentes

VulneracionesVulneraciones
Antioquia 2021Antioquia 2021

No obstante, los municipios del Valle de Aburrá,
sobre todo en Medellín, se cometen la mayor
cantidadde hechos de violencia contrael sector de
los defensores/as de los derechoshumanos. Siguen
presentándose de este tipo acciones violentas en
el Bajo Cauca, Urabá, Suroeste, Norte de
Antioquia, Oriente y sigue.
Los máximos agresores siguen siendo los actores
paramilitares, fuerza pública,autoridades civiles y
actores sin identificar.

Antioquia es el segundo departamento con más homicidios cometidos por los
diferentes actores contra defensores y defensoras de los derechos humanos en
Colombia.Esta lamentable condición requiere toda la atención del Estado
colombiano que ayuden a superar esta crisis, además de volcar las garantías de
seguridad, protección y no repetición de la violencia estructural.

La referencia territorial sobre las agresiones a la labor de las personas que defienden
los derechos humanos es fundamental para establecer planes y programas
institucionales.

Fuente: Observatorio Sobre el Nivel de Riesgo para la Labor de Lideresas, Líderes, Defensoras y Defensores de Derechos Humanos, Corporación
Jurídica Libertad - CJL y Fundación Sumapaz, 2022.

Lágrimas de Sangre. Oswaldo Guasamín
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Las amenazas, los homicidios, los desplazamientos
forzados y las detenciones ilegales de líderes y
lideresas siguen atacando la labor de las y los
defensores de los derechos humanos, conllevando
a un grave impacto social en las territorialidades.

Fuente: Observatorio Sobre el Nivel de Riesgo para la Labor de Lideresas, Líderes, Defensoras y Defensores de Derechos Humanos, Corporación
Jurídica Libertad - CJL y Fundación Sumapaz, 2022.Lágrimas de Sangre. Oswaldo Guasamín



  Bajo Cauca
  

  009-18, 028-18, 031-18, 003-19, 020-19, 045-20, 004-22.

  Valle de Aburrá
  

  041-18, 059-18, 036-19,  032-20, 004-22.

  Urabá
  

011-18, 017-18, 022-18, 026-18, 048-18, 053-18, 064-18, 008-20, 014-
20, 051-20, 016-21, 004-22.

  Suroeste
  

  018-20, 027-19, 044-20, 004-22.

  Norte
  

  016-18, 029-18, 002-19, 004-20, 004-22.

  Oriente
  

  011-21, 004-22.
  

  Occidente
  

  017-18, 022-18, 026-18, 009-19, 027-19, 009-20, 052-20, 004-22.

  Nordeste
  

  052-18, 004-22.
  

  Magdalena Medio
  

  021-18, 051-19, 004-22.
  

Alertas Tempranas de la DefensoríaAlertas Tempranas de la Defensoría
del Pueblo por subregión.del Pueblo por subregión.
Para el Departamento de Antioquia, la Defensoría del Pueblo ha emitido por lo menos 38
Alertas Tempranas. Cada una de estas con cierto factor de riesgo ya consumado.
Este sería también un indicador sobre una situación intensa del conflicto armado en contra de
las personas defensoras de los derechos humanos y de las comunidades de los 125
municipios.

De conformidad con el Decreto 2252 de 2017, las
gobernaciones y alcaldías, con el apoyo de los
Ministerios del Interior, Defensa Nacional y del Ministerio
Público, son los primeros respondientes ante la
detección temprana de situaciones de riesgo contra
líderes y lideresas, defensores y defensoras de derechos
humanos.

Se puede evidenciar que las acciones de activación de
medidas para proteger la vida de un líder o lideresa
social obedecen a acciones puntuales, centradas en
hechos individuales y no en acciones para contrarrestar
factores coyunturales o estructurales que determinan la
vulnerabilidad de los grupos afectados.

Tabla. Alertas Tempranas para Antioquia. Defensoría del Pueblo.



Las instancias en el cual los entes territoriales tienen
responsabilidades son más de carácter formal, que de
tomar medidas efectivas para prevenir los riesgos que
tiene el líder o lideresa sociales, como tampoco
medidas de protección.

Se puede observar en las vistas realizadas a los
municipios de Antioquia, los Consejos Municipales de
Paz se citan y no se establecen medidas, ni
mecanismos de seguimiento de los planes de trabajo, y
en la mayoría de los casos no los tienen formulados.

Son pocas las medidas adoptadas para la superación
de los factores de vulnerabilidad y el restablecimiento
de las condiciones alteradas por la situación de riesgo
contempladas por el Decreto 660 de 2018, como el
fortalecimiento de las comunidades y organizaciones
sociales, populares, étnicas,de mujeres, de género,
ambientales, comunales, de los sectores LGBTI y
defensoras de derechos en los derechos humanos.

No existe una política de reconocimiento a la labor de
los líderes y lideresas sociales en los municipios de
Antioquia. A nivel Subregional las mesas de derechos
humanos no han tenido atención para su reactivación
y fortalecimiento por parte de la actual administración
departamental.

En materia de protección en contextos rurales, no se
evidencia la aplicación del protocolo de protección
para territorios rurales de los municipios, el cual es uno
de los componentes del Programa Integral de
Seguridad y Protección para las Comunidades y
Organizaciones en los Territorios establecido por el
Decreto 660 de 2018.

Los recursos y capacidades institucionales son débiles
a la hora de dar respuesta de emergencia ante
situaciones de crisis humanitaria en los territorios
,como desplazamientos masivos,masacres o amenaza
contra un defensor de derechos humanos,el talento
humano es limitado en número,además atienden otras
responsabilidades de carácter contractual.

Los municipios ya mencionados, son de categoría 6 y
señalados entre los municipios PDET y zonas futuro,
con una dependencia en materia de recursos del
gobierno nacional o departamental, se recure en casos
de emergencia a la subsidiaridad o a la concurrencia
institucional.

Se carece o son débiles los instrumentos
institucionales de seguimiento a la situación de riesgo
de los líderes y lideresas sociales.

Se ha identificado que las alcaldías, como primer
respondiente en la protección de líderes sociales y
defensores de derechos humanos,activan algunas
medidas de protección dentro de sus posibilidades, sin
embargo, estas medidas no tienen efecto eficaz sin la
debida articulación con la gobernación, el Ministerio
del Interior y la UNP, la cual en la mayoría de los casos
ha sido tardía y escasa.

Falta de claridad en las competencias institucionales,
se ha encontrado el desconocimiento de los
funcionarios del nivel local con respecto a la
implementación de las rutas de protección y
prevención. Se presentan casos en los cuales
funcionarios públicos subvaloran

la inminencia del riesgo de violación a los derechos
humanos, con el propósito de evadir su
responsabilidad en la adopción de medidas.

El Flautista. Oswaldo Guasamín



Unidad de Reparación de las Víctimas–UARIV-

El papel de la UARIV es de acompañamiento a las
administraciones municipales y se ha concentrado en
la actualización de instrumentos operativos y
administrativos(Planes de Acción Territorial, Planes de
Prevención, orientación frente al proceso de la
declaración y el Registro Único de Víctimas, Formulario
Único Territorial),que si bien son herramientas de
planeación relevantes para atender emergencias
Individuales o masivas, no dan cuenta de las
priorizaciones realizadas para atender de manera
específica a los y las lideresas sociales.

Tampoco logra identificar acciones particulares
tendientes a prevenir y dar seguimiento a las amenazas
individuales y / o colectivas de aquellas personas
incluidas y no incluidas en el Registro Único de
Víctimas. No hay seguimiento efectivo para la
restitución de derechos en la personadel líder o
lideresa social.

Personerías Municipales.

Como representante del ministerio público e
institución responsable de la activación y seguimiento
de los casos y de los riesgos de los líderes y lideresas
sociales conocidos por esa dependencia, las
capacidades instaladas son limitadas, incluso también
tienen riesgo en virtud del cargo, la mayoría de los
personeros desconocen las rutas institucionales para
orientar al líder o lideresa social en riesgo,
revitimizando en ocasiones al líder lideresa social.

Unidad Nacional de Protección.-U.N.P-

Demoras en las evaluaciones de riesgo y resultados de
las mismas por parte de la Unidad Nacional de
Protección. En los municipios focalizados es el enlace
de la Policía destacada en el municipio, el que elabora
los reportes de riesgo y establece la revista policial,
informes en la mayoría de los casos adolecen de
rigurosidad técnica y cargadode subjetividades. Falta
de respuesta institucional frente a las solicitudes de
medidas de emergencia y reubicación temporal.

Recomendaciones y/o propuestas.

Es fundamental una lectura y un contexto más
objetivo desde la territorialidad. En esa medida,
los contextos veredales, municipales,
subregionales sobre las diferentes variables socio-
económicas, políticas, territoriales, violencia
armada y socio-política que afectan de manera
directa e indirecta la labor de los Líderes,Lideresas
sociales, Comunales y Defensores, Defensoras de
Derechos Humanos, en Antioquia.
Subscribir las declaraciones y el pactos
internacionales en materia de derechos humanos
que no haya firmado para sumarlos y elevarlos a la
jurisprudencia de constitucionalidad nacional.
El Plan de Choque y su Puesto de Mando Unificado
–PMU- debe contemplar una ampliación de
acciones territoriales, no desconociendo las
realidades locales que se escapan a los
diagnósticos ajenos a los contextos más objetivos.
El Estado colombiano carece de una verdadera
armonía interinstitucional lo que impide ser
completamente efectivo en la toma de decisiones
y las respuestas que mitiguen los escenarios de
riesgos.
Mejorar los espacios de interlocución y dialogo
entre sociedad civil y los estamentos del Estado,
tales como la Mesa Territorial de Garantías –MTG- y
otras que estén funcionando. Donde no existan se
deben crear.
Con preocupación vemos el papel de la Defensoría
del Pueblo en la tarea de una Secretaria Técnica de
la MTG basada en los principios de la Resolución
074 y que no se están asumiendo con la suficiente
responsabilidad.
Tanto la Fiscalía General de la Nación –FGN-,
Procuraduría General de la Nación –PGN-, la
Defensoría del Pueblo tienen un compromiso
constitucional que no están atendiendo con la
suficiente armonía institucional, ni capacidad, ni
acción efectiva en la lucha contra la impunidad
hacia las garantías a la labor de las y los
defensores y las acciones de prevención que se
requieren.

Ternura. Oswaldo Guasamín



Fundamental y urgente una reingeniería de la
Unidad Nacional de Protección –UNP- que no sigan
siendo un obstáculo para que se determinen los
mecanismos de protección que requieren las y los
defensores de los derechos humanos amenazados.
Se debe depurar cualquier nexo, alianza,
connivencia o relación directa e indirecta entre la
fuerza pública y los actores armados paramilitares.
Los Comités Municipales de Justicia Transicional
deben sesionar de forma permanente.
Evaluar de manera inmediata el cumplimiento o no
de la Directiva 002 de la Procuraduría General de la
Nación, la 002 de la Fiscalía General de la Nación,
las directivas de policía y el verdadero alcance que
han tenido en la mitigación de los riesgos y en la
prevención, protección e investigación a
agresiones cometidas contra defensores/as de los
derechos humanos.
Cuestionar el desmonte de las Defensorías
Comunitarias para municipios que están en muy
alto riesgo. 
Evaluar el cumplimiento de la Normatividad y los
Comités de protección del decreto 1581 que toda
alcaldía debe tener.
Valorar los alcances y las acciones que han tenido
los Consejos Municipales de Paz. Instara los
municipios que no los tengan para que de
inmediato los incorporen.
Promover la igualdad de género y desarrollar
estrategias diferenciales, para combatirlas formas
de discriminación contra las defensoras de
derechos humanos. 
Implementar las recomendaciones contenidas en
el llamado“Protocolo de la Esperanza”, primera
herramienta internacional para responder a las
amenazas contra las personas defensoras de los
derechos humanos.Este Protocolo fue creado en
honor a la labor de Berta Cáceres, activista de los
derechos indígenas, feministas y ambientalista,
asesinada en 2016. Su pueblo Naya es llamaba La
Esperanza, ubicado al oeste de Honduras.

El estado colombiano debe cumplir a cabalidad
con las recomendaciones del Consejo de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas realizadas en
Examen Periódico Universal –EPU-.
Diseñar e implementar planes territoriales para
fortalecer el liderazgo local y a sus organizaciones
sociales en estrategias de protección,
autoprotección y rutas de atención institucional
para proteger la vida y la integridad de los líderes y
lideresas comunales, sociales, estudiantiles,
campesinas, ambientales y, en el sentido amplio, a
todas las personas defensoras de los derechos
humanos.
Exigir a los diferentes actores armado el cese de
hostilidades contra la población civil y el respeto
por las acciones humanitarias.

Todas las sugerencias anteriores pueden ser leídas en
clave de propuestas, estas deberían ser el punto de
partida para la construcción de una política pública
para prevención y protección; no es necesario inventar
nuevas acciones, cuando se trata de promover y
proteger el derecho a defender los derechos humanos
en Antioquia y Colombia. 

Primero es necesario revisarlo existente, intentar
aplicarlo de forma eficiente, organizar y evaluar la
oferta institucional actual, para no crear nuevas
estructuras que repitan las existentes. Confiamos que
estas sugerencias sean de utilidad para la construcción
de la política pública y el Plan Nacional de Desarrollo
2022 -2026.

Finalmente, ciudadano Presidente, y ciudadana
Vicepresidenta queremos manifestarle nuestra
disposición para continuar instando al movimiento
social y popular de defensores y defensoras de
derechos humanos,para el acompañamiento de las
actividades de implementación, monitoreo y
verificación de los compromisos para la protección de
las personas defensoras de derechos humanos.

Toro y Cóndor. Oswaldo Guasamín



Playa Girón. Oswaldo Guasamín

Respetuosamente, nos despedimos desde las
organizaciones populares de las comunas
Nororientales de Medellín y de las organizaciones de
base campesina y minera de Antioquia.

Con copia a:

Iván Velásquez, Ministro de Defensa.
Alfonso Prada, Ministro del Interior.
Néstor Iván Osuna, Ministro de Justicia y Derecho.
Iván Danilo Rueda, Oficina del Alto Comisionado
para la Paz.
General Helder Fernán Giraldo Bonilla,
Comandante de las Fuerzas Militares.
Henry Armando Sanabria, Mayor General.
Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones
Unidas para los Derechos Humanos.
Oficina de la Alta Comisionada de Naciones Unidas
para los Derechos Humanos en Colombia.
Mildrey Corrales, Secretaría Técnica Coordinación
Colombia Europa Estados Unidos -Coeuropa-.
Grupo Impulsor Mesa Territorial de Garantías de
Antioquia.
Secretaría Técnica de la Mesa Territorial de
Garantías de Antioquia
Proceso Social de Garantías a la labor de las y los
Defensores de Derechos Humanos en Antioquia. 
Organización Mundial Contra la Tortura -OMCT-.
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